Contrapartida
De Computationis Jure Opiniones
Número 152, marzo 23 de 2010


S

e espera que para el año 2012 se haya revisado la totalidad de los estándares internacionales de educación emitidos por la Ifac. Este plan nos confirma que el conocimiento no está terminado y que es objeto de permanente cambio. Así las cosas, todos los estamentos relacionados con la disciplina (alumnos, profesores, practicantes, reguladores, supervisores, clientes) nos encontramos en la necesidad de estudiar en forma ininterrumpida.
En desarrollo de ese plan de revisión, la International Accounting Education Standards Board difundió el documento A Consultation Paper on the Revision of International Education Standard 8: Competence Requirements for Audit Professionals.

Una de las cuestiones que la Iaesb está considerando modificar es la definición que consagra la actual IES 8, a cuyo tenor “Audit professional is a professional accountant who has responsibility, or has been delegated responsibility, for significant judgments in an audit of historical financial information”. Adviértase que no se trata de señalar quien ha sido nombrado como auditor sino quien tiene las calidades y la responsabilidad de auditor. En palabras de nuestro Maestro, el Padre Alfonso Borrero S.J., no se trata tanto de la autoridad ontológica como de la autoridad epistemológica. El párrafo 19 del citado estándar señala: “One area of specialization is in audit of historical financial information. Competence in this area requires a higher level of education and training in audit and related areas than is required of other professional accountants.” El párrafo 20 indica: “Audit professionals involved in audits of historical financial information in specific industries may be more specialized. The nature of the industry, and applicable laws and accounting treatments, may require levels of knowledge and skills beyond those required for other audit professionals”.
Como es sabido, el Decreto 2373 de 1956 distinguió entre los contadores inscritos y los contadores públicos. De acuerdo con su artículo 2° “Se entiende por contador inscrito, el que ha obtenido su matrícula ante la Junta Central de Contadores, en las condiciones previstas en este Decreto, para ejercer la profesión de contador, en general; y por contador público el que, estando inscrito como contador en la forma indicada y habiendo cumplido los requisitos señalados en este Decreto o en las leyes, pueda dar fe pública respecto de los actos y documentos indicados en este mismo Decreto y en las leyes.” Para infortunio de la profesión contable colombiana, ese distinción desapareció en las leyes posteriores y, como si este error fuese poco, ellas decidieron llamar a todos los contadores “contadores públicos”, con lo cual consagraron una expresión que ha sido, es y será fuente de muchos equívocos, tanto en cuanto hizo general el nombre que en estricto sentido únicamente corresponde a cierta forma de práctica profesional.
En desarrollo de lo dispuesto por la Ley 1314 de 2009 habrá muchas oportunidades para hacer saludables precisiones en esta materia.
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